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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 16 DE MARZO AL 20 DE ABRIL DE 2018 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página 
de internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la 
información correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio 
jurisprudencial a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en 
controversia constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

MARZO 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016429  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 1a. XXIII/2018 (10a.)  
 
TRIBUNALES DE AMPARO DEBEN GARANTIZAR UN CLIMA DE SEGURIDAD Y LIBERTAD PARA QUE 
LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN PUEDAN CUMPLIR CON SU IMPORTANTE FUNCIÓN EN EL 
EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 
 
Uno de los elementos de la dimensión colectiva de la libertad de expresión es la existencia de 
medios de comunicación profesionales e independientes. En este sentido, esta Suprema Corte ha 
destacado que los medios de comunicación son una pieza clave para el adecuado funcionamiento 
de una democracia, toda vez que permiten a los ciudadanos recibir información y conocer 
opiniones de todo tipo al ser precisamente el vehículo para expresar ideas sobre asuntos de 
interés público y difundirlas entre la sociedad. En estas condiciones, corresponde a los tribunales 
de amparo garantizar la existencia de un clima de seguridad y libertad en la que los medios 
puedan desplegar vigorosamente la importante función que están llamados a cumplir en una 
sociedad democrática como la mexicana. 
 
PRIMERA SALA 
 

http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx


 

2 
 

Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 de 
noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José Ignacio Morales Simón y 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016427  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XIV/2018 (10a.)  
 
SOCIEDADES MERCANTILES. LOS ARTÍCULOS 111 Y 124 DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO 
CONTRAVIENEN LOS DERECHOS AL DEBIDO PROCESO Y DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
Los preceptos mencionados establecen que las acciones en que se divide el capital social de una 
sociedad anónima estarán representadas por títulos nominativos regidos por las disposiciones de 
los títulos valores y que servirán para acreditar y transmitir la calidad y los derechos de socio; y al 
ser interpretados en el sentido de que resulta necesaria la exhibición de los títulos accionarios 
cuando se demanda el reconocimiento del carácter de socio de la sociedad demandada por la 
transmisión de tales acciones por su anterior titular, no contravienen los derechos de debido 
proceso y acceso a la justicia. Lo anterior, ya que estas disposiciones constituyen una 
manifestación de la naturaleza atribuida a las acciones atendiendo a su forma de representación 
como títulos, susceptibles de tráfico mercantil, cuya principal característica es la incorporación, 
conforme a la cual, hay una liga indisoluble o tan estrecha entre el documento y el derecho, que 
este último no puede existir ni ejercerse si no es en función del documento, de manera que la 
condición de socio queda incorporada en el documento y su tenencia es necesaria para la 
demostración de ese carácter y derechos consiguientes. De considerar lo contrario, y reconocer 
derechos como socio sin contar con los títulos de las acciones, se generaría incertidumbre sobre a 
quién corresponde su titularidad y es por esto que no podría resultar admisible la prueba de ese 
carácter a través de otros medios de convicción. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6828/2016. Bertha Noemí García Castillo. 4 de octubre de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien se reservó el 
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derecho de formular voto concurrente. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz, quien se 
reservó su derecho para formular voto particular. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016426  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 1a. XVI/2018 (10a.)  
 
REGULACIÓN DE COMUNICACIÓN SOCIAL. EL PÁRRAFO OCTAVO DEL ARTÍCULO 134 
CONSTITUCIONAL NO VERSA SOBRE MATERIA ELECTORAL. 
 
El párrafo octavo del artículo 134 de la Constitución Federal establece los principios que deben 
regir las políticas de comunicación social de las autoridades de los tres órdenes de gobierno: el 
carácter institucional que debe animar a dicha comunicación social -en contraposición al uso 
personal de la publicidad oficial- y los fines informativos, educativos o de orientación social que 
debe perseguir. En este sentido, la comunicación social de las autoridades pertenecientes a todos 
los órdenes de gobierno no es un tema que pertenezca a lo que esta Suprema Corte ha 
considerado como materia electoral. Una muestra de ello es que el contenido de dicho precepto 
no se circunscribe al ámbito temporal de los "procesos electorales", sino que esos principios 
disciplinan la comunicación social en todo momento. Por tanto, el contenido de dicha porción no 
versa sobre materia electoral, a pesar de que pueda reconocerse que la comunicación social de las 
autoridades de todos los niveles de gobierno eventualmente pueda tener alguna incidencia en ese 
ámbito. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 de 
noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José Ignacio Morales Simón y 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016425  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XXI/2018 (10a.)  
 
PRINCIPIO DE RELATIVIDAD. SU REINTERPRETACIÓN A PARTIR DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL 
DE 10 DE JUNIO DE 2011. 
 
A partir de la reforma de junio de 2011 al juicio de amparo se amplió el espectro de protección de 
dicho mecanismo procesal, de tal manera que ahora es posible proteger de mejor forma los 
derechos fundamentales que tengan una dimensión colectiva y/o difusa. Así, el juicio de amparo 
que originalmente fue concebido para proteger derechos estrictamente individuales y exclusivos, 
ahora también puede utilizarse para proteger derechos con una naturaleza más compleja. Por esa 
razón, recientemente esta Primera Sala ha reconocido la necesidad de reinterpretar el principio de 
relatividad de las sentencias de amparo, puesto que mantener la interpretación tradicional de 
dicho principio en muchos casos acabaría frustrando la finalidad sustantiva del juicio de amparo: la 
protección de todos los derechos fundamentales. Por lo demás, la necesidad de dicha 
reinterpretación se ha hecho especialmente patente en casos recientes en los que esta Suprema 
Corte ha analizado violaciones a derechos económicos, sociales y culturales, puesto que si se 
mantuviera una interpretación estricta del principio de relatividad, en el sentido de que la 
concesión del amparo nunca puede suponer algún tipo de beneficio respecto de terceros ajenos al 
juicio, en la gran mayoría de los casos sería muy complicado proteger este tipo de derechos en el 
marco del juicio de amparo, teniendo en cuenta que una de sus características más sobresalientes 
es precisamente su dimensión colectiva y difusa. Con todo, las consideraciones anteriores no 
significan que la reforma constitucional de 10 de junio de 2011 haya eliminado el principio de 
relatividad, sino solamente que debe ser reinterpretado. En este orden de ideas, esta Primera Sala 
entiende que el principio de relatividad ordena a los tribunales de amparo estudiar en las 
sentencias únicamente los argumentos de las partes -supliéndolos si así procediera- y, en su caso, 
conceder el amparo sólo para el efecto de que se restituyan los derechos violados de los quejosos, 
sin que sea relevante para efectos de la procedencia del juicio el hecho de que una sentencia 
estimatoria eventualmente pudiera traducirse también en alguna ventaja o beneficio para 
personas que no fueron parte del litigio constitucional. Lo anterior implica que los jueces de 
amparo no pueden ordenar directamente en sus sentencias la protección de los derechos de 
personas que no hayan acudido al juicio de amparo, sin embargo, es perfectamente admisible que 
al proteger a los quejosos, indirectamente y de manera eventual, se beneficie a terceros ajenos a 
la controversia constitucional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 de 
noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente en el que se 
aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis. Disidente: Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: 
José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016424  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XX/2018 (10a.)  
 
OMISIONES LEGISLATIVAS. SU CONCEPTO PARA FINES DEL JUICIO DE AMPARO. 
 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que en el marco del juicio 
de amparo sólo habrá una omisión legislativa propiamente dicha cuando exista un mandato 
constitucional que establezca de manera precisa el deber de legislar en un determinado sentido y 
esa obligación haya sido incumplida total o parcialmente. En efecto, en caso de no existir un 
mandato constitucional que establezca con toda claridad el deber de legislar, la conducta de la 
autoridad carecería de toda relevancia jurídica para efectos del juicio de amparo, de ahí que en 
esta vía procesal no tenga mucho sentido hablar de omisiones de ejercicio potestativo. Por último, 
es importante aclarar que autoridades distintas al Congreso de la Unión también podrían estar 
constitucionalmente obligadas a emitir normas generales, abstractas e impersonales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 de 
noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José Ignacio Morales Simón y 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016423  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XXII/2018 (10a.)  
 
OMISIONES LEGISLATIVAS. LOS TRIBUNALES DE AMPARO TIENEN FACULTADES PARA ORDENAR LA 
RESTITUCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS QUEJOSOS CUANDO ÉSTOS HAYAN SIDO VIOLADOS POR. 
 
En un Estado constitucional de derecho todas las autoridades deben respetar la Constitución. Así, 
aun cuando el Poder Legislativo tenga una función de la máxima importancia dentro nuestro 
orden constitucional y ésta se le haya encomendado de manera exclusiva -aunque con cierta 
intervención del Poder Ejecutivo-, también se encuentra sometido a la Constitución. En 
consecuencia, cuando exista una omisión legislativa el Poder Legislativo no es libre para decidir no 
legislar. En efecto, cuando la Constitución establece un deber de legislar respecto de algún tema 
en específico a cargo del Poder Legislativo, el ejercicio de la facultad de legislar deja de ser 
discrecional y se convierte en una competencia de ejercicio obligatorio. En este escenario, la única 
manera de mantener un estado de regularidad constitucional es que los tribunales de amparo 
estén en aptitud de determinar si en un caso concreto una omisión de legislar se traduce además 
en una vulneración a los derechos de las personas. En esta lógica, sostener la improcedencia del 
juicio amparo contra omisiones legislativas cuando se alega que vulneran derechos fundamentales 
implicaría desconocer la fuerza normativa a la Constitución, situación que es inaceptable en un 
Estado constitucional de derecho. Así, cuando exista un mandato constitucional expreso dirigido al 
Poder Legislativo en el que se le imponga claramente el deber de legislar o de hacerlo en algún 
sentido específico, los tribunales de amparo tienen la responsabilidad de velar por el 
cumplimiento de la Constitución. Particularmente, tienen el deber de proteger a las personas 
frente a las omisiones del legislador, garantizando que éstas no se traduzcan en vulneraciones de 
sus derechos fundamentales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 de 
noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José Ignacio Morales Simón y 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 



 

7 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016422  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXV/2018 (10a.)  
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LOS MEDIOS NO TIENEN UN DERECHO CONSTITUCIONAL A QUE SE LES 
ASIGNE PUBLICIDAD OFICIAL. 
 
Esta Primera Sala estima importante aclarar que ni de la libertad de expresión ni de ninguna otra 
disposición constitucional se desprende que los medios de comunicación tengan un derecho a que 
se les asignen recursos estatales por difundir publicidad oficial. Lo que la Constitución exige es, por 
un lado, que el ejercicio del gasto en comunicación social del gobierno atienda a los principios 
previstos en el artículo 134 constitucional y, por otro lado, que la libertad de expresión no sea 
afectada por la ausencia de reglas claras sobre ese tipo de gasto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 de 
noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José Ignacio Morales Simón y 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016421  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXIV/2018 (10a.)  
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA OMISIÓN DE EXPEDIR UNA LEY QUE REGULE EL GASTO EN 
PUBLICIDAD OFICIAL VULNERA LA. 
 
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la falta de reglas claras y transparentes 
que establezcan los criterios con los cuales se asigna el gasto de comunicación social de las 
distintas instancias de gobierno constituye un medio de restricción indirecta a la libertad de 
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expresión prohibido por los artículos 7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 13.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En efecto, la ausencia de 
esta regulación propicia que la política de gasto en comunicación social canalice los recursos 
fiscales hacia medios afines a las posiciones del gobierno y niegue el acceso a esos recursos -o 
simplemente se amenace con restringirlo- a los medios de comunicación que son críticos con las 
políticas del gobierno. De esta manera, la restricción indirecta a la libertad de expresión trae 
consigo además un "efecto silenciador" de los medios de comunicación críticos, en la medida en 
que a través de la asfixia financiera se prescinde de puntos de vista que enriquecen el debate 
robusto que debe existir en una democracia sobre asuntos de interés público. Por lo demás, este 
estado de cosas inconstitucional también tiene un efecto disuasivo en el ejercicio de la libertad de 
expresión de los medios de comunicación en general, toda vez que las afectaciones financieras 
que sufren los medios críticos pueden llevar a los demás a adoptar posiciones deferentes con el 
gobierno con la finalidad de no perder los recursos asignados a la difusión de la publicidad oficial. 
En consecuencia, esta Primera Sala entiende que la omisión de expedir la ley reglamentaria del 
párrafo octavo del artículo 134 de la Constitución, en los términos del artículo tercero transitorio 
del decreto de la reforma constitucional de 10 de febrero de 2014, viola el derecho a la libertad de 
expresión en su dimensión colectiva y también se traduce en una clara afectación a la dimensión 
individual de este derecho. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 de 
noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: 
José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016420  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XIX/2018 (10a.)  
 
DIFERENCIAS ENTRE LAS LAGUNAS NORMATIVAS Y LAS OMISIONES LEGISLATIVAS. 
 
Existe una laguna normativa cuando el legislador no regula un supuesto de hecho específico, de tal 
forma que un caso concreto comprendido en ese supuesto no puede ser resuelto con base en 
normas preexistentes del sistema jurídico. En cambio, una omisión legislativa se presenta cuando 
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el legislador no expide una norma o un conjunto de normas estando obligado a ello por la 
Constitución. Así, mientras las lagunas deben ser colmadas por los jueces creando una norma que 
sea aplicable al caso (o evitando la laguna interpretando las normas existentes de tal forma que 
comprendan el supuesto que se les presenta), una omisión legislativa no puede ser reparada 
unilateralmente por los tribunales, pues éstos no tienen competencia para emitir las leyes 
ordenadas por la Constitución, por lo que es el órgano legislativo quien debe cumplir con su deber 
de legislar. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 de 
noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José Ignacio Morales Simón y 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016419  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XV/2018 (10a.)  
 
CONCESIÓN SOBRE INMUEBLES FEDERALES. EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY GENERAL DE BIENES 
NACIONALES, QUE OTORGA DISCRECIONALIDAD A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA PARA 
PRORROGARLA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
El precepto citado, al establecer que las concesiones sobre inmuebles federales, salvo excepciones 
previstas en otras leyes, podrán otorgarse por un plazo de hasta cincuenta años, el cual podrá ser 
prorrogado una o varias veces sin exceder el citado plazo, a juicio de la dependencia 
concesionante, atendiendo tanto para su otorgamiento como para sus prórrogas a lo establecido 
en sus diversas fracciones, no vulnera el principio de seguridad jurídica pues su diseño normativo 
no deja inciertos los estándares con base en los cuales la autoridad debe decidir si prorroga las 
concesiones sobre inmuebles federales. Tampoco confiere un excesivo margen de discrecionalidad 
a la autoridad administrativa para determinar si prorroga la concesión respectiva, pues acota su 
acción a parámetros preestablecidos en el propio precepto. Ahora, si bien es cierto que en dichos 
parámetros puede subsumirse un gran número de supuestos fácticos, también lo es que ello 
obedece válidamente a las características intrínsecas de las leyes que, por definición, deben ser 
generales, abstractas e impersonales, pues sería jurídicamente inviable exigir al Legislador Federal 
pormenorizar, con un grado de detalle excesivo, los supuestos específicos en los que la 
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dependencia concesionante debe autorizar la prórroga para el uso de inmuebles federales, 
máxime cuando dichos supuestos, en los hechos, son variados, y se ubican en contextos plurales y 
diferenciados, además de que las condiciones en las cuales operan sus concesionarios son de la 
más diversa índole. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 380/2017. 4 de octubre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel 
Rocha Mercado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016418  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XVII/2018 (10a.)  
 
CONCEPTO DE OMISIÓN COMO ACTOS DE AUTORIDAD. 
 
Desde un punto de vista conceptual, la simple inactividad no equivale a una omisión. En el ámbito 
jurídico, para que se configure una omisión es imprescindible que exista el deber de realizar una 
conducta y que alguien haya incumplido con esa obligación. En este sentido, las autoridades no 
sólo pueden afectar a los ciudadanos a partir de la realización de actos positivos, sino también a 
través de actos negativos u omisiones. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 de 
noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José Ignacio Morales Simón y 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016489  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de marzo de 2018 10:26 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. XXVIII/2018 (10a.)  
 
TERCERÍA COADYUVANTE. SU NATURALEZA JURÍDICA. 
 
Del artículo 1365 del Código de Comercio, se advierte que las tercerías coadyuvantes producen el 
efecto de asociar a quien las interpone, con la parte en cuyo derecho coadyuva, a fin de que el 
juicio continúe según el estado en que se encuentra, y se sustancie hasta las ulteriores diligencias 
con el tercero y el coadyuvado. Conforme a ello, el tercero coadyuvante tiene un interés legítimo 
propio en un conflicto ajeno, por lo que no puede considerársele parte dentro del proceso, en 
tanto: a) no le asiste el carácter de actor ni demandado; b) con su intervención no da origen a 
ningún nuevo proceso; c) dicha adhesión no se homologa a la presentación de la demanda; y, d) 
no sigue un pleito propio sino el de otra persona. En ese sentido, las tercerías coadyuvantes tienen 
como finalidad auxiliar la pretensión del demandante o del demandado, las cuales pueden 
oponerse en cualquier juicio, independientemente del estado en que se encuentra, siempre y 
cuando no se haya pronunciado sentencia ejecutoria. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3720/2017. María del Pilar Román Genchi. 6 de diciembre de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016488  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de marzo de 2018 10:26 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. XXVII/2018 (10a.)  
 
TERCERÍA COADYUVANTE. LA DECLARACIÓN DE REBELDÍA DEL DEMANDADO NO IMPLICA LA 
FALTA DE ASOCIACIÓN ENTRE LA PARTE COADYUVADA Y EL TERCERO COADYUVANTE PARA 



 

12 
 

EFECTOS DE QUE ÉSTE CONTINÚE CON EL INTERÉS CONCORDANTE A FIN DE SUSTANCIAR EL 
JUICIO HASTA LAS ULTERIORES DILIGENCIAS. 
 
Conforme con los artículos 1364 y 1365 del Código de Comercio, las tercerías coadyuvantes 
pueden oponerse en cualquier juicio, independientemente de la acción ejercida y del estado en el 
que se encuentre, siempre y cuando no se haya pronunciado sentencia ejecutoria; y tienen como 
finalidad, auxiliar la pretensión del demandante o del demandado, mientras que su efecto no es 
otro que asociar a quien la interpone con la parte cuyo derecho coadyuva, a fin de que el juicio 
continúe sustanciándose hasta las diligencias ulteriores. En ese sentido, aun cuando no le asiste el 
carácter de parte -pues su intervención es accesoria y subordinada-, es importante tener en 
cuenta su participación en el proceso, ya que interviene para defender o proteger los intereses del 
coadyuvado. Es por ello, que si bien la actuación procesal del tercero coadyuvante se encuentra 
limitada por la conducta asumida por la parte principal, pues está autorizado para efectuar actos 
en beneficio de la situación del coadyuvado, debe entenderse en la medida en que no sean 
incompatibles o perjudiquen el interés de este último. Consecuentemente, aun cuando la 
actividad del tercero coadyuvante se circunscribe a suplir la actividad del coadyuvado -siempre 
que no vaya contra su voluntad ni sus intereses-, empero, no se encuentra del todo limitada en su 
participación en el proceso por la actuación principal, puesto que si así fuera, bastaría que la parte 
coadyuvada se dejara vencer en cualquiera de las etapas para maniatar las posibilidades 
procesales del tercero coadyuvante; de ahí que resulte lógico que este último pueda ejecutar los 
actos procesales que la parte a quien ayuda hubiera podido realizar por sí misma, claro está, si no 
hay oposición expresa del adherido. Por tanto, el hecho de que se declare la rebeldía de la 
demandada, no implica que no esté satisfecho el requisito esencial de la asociación entre la 
coadyuvada y el tercero coadyuvante, pues aun ante la ausencia de la parte principal, el tercerista 
coadyuvante puede continuar con el interés concordante, a fin de sustanciar el juicio hasta las 
ulteriores diligencias. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3720/2017. María del Pilar Román Genchi. 6 de diciembre de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016487  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de marzo de 2018 10:26 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. XXIX/2018 (10a.)  
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PERITOS. EL DESEMPEÑO DE SU ENCARGO DEBE REGIRSE POR EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD, 
AUN TRATÁNDOSE DE LOS DESIGNADOS POR LAS PARTES. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el objeto de la 
prueba pericial es auxiliar al juzgador en la evaluación de hechos o circunstancias que requieren 
conocimientos técnicos y especializados de los cuales carece, por lo que se ha estimado que los 
peritos actúan como verdaderos auxiliares en la administración de justicia, pues a través de sus 
conocimientos hacen posible el ejercicio de la labor jurisdiccional al permitir al Juez dirimir la 
controversia sometida a su conocimiento; de ahí que el desempeño de su encargo debe regirse 
por el principio de imparcialidad, el cual los obliga a permanecer ajenos a los intereses de las 
partes en controversia, aun cuando éstas los hubieran designado, pues su actuación debe 
contribuir a resolver el juicio sin favorecerlas indebidamente. Ahora bien, del análisis de los 
preceptos que regulan la prueba pericial en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, se advierte que respecto de los peritos designados 
por las partes, a pesar de esta circunstancia y de que son ellas quienes en principio cubren sus 
honorarios, existe la presunción de que los peritos actúan de forma imparcial; sin embargo, dicha 
presunción admite prueba en contrario, por lo que ante el reclamo de alguna de las partes en el 
sentido de que alguno de los peritos se ha conducido con parcialidad, el Juez debe evaluar el 
desempeño de la función auxiliar encomendada, analizando los diversos elementos que concurren 
en el caso para determinar si la presunción iuris tantum ha quedado desvirtuada, y tomando en 
cuenta que la carga de la prueba corresponde a quien alega que el principio de imparcialidad no 
fue respetado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 28/2015. Hospital Santa Fe, S.A. de C.V., actualmente Star Médica Centro, S.A. de 
C.V. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas 
en la presente tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016485  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de marzo de 2018 10:26 h  
Materia(s): (Civil, Administrativa)  
Tesis: 1a. XXVI/2018 (10a.)  
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FINIQUITO DE LOS CONTRATOS DE OBRAS PÚBLICAS. SU NATURALEZA JURÍDICA. 
 
De los artículos 46, 55, 62 y 64 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas, se advierte que el finiquito en la terminación de los contratos de obras públicas no es una 
facultad discrecional de las autoridades contratantes sino que es un proceso requerido por la ley, 
que ha de llevarse a cabo con independencia de la voluntad de la entidad pública, es decir, que 
resulta en una facultad no renunciable, que debe ejercitarse. Asimismo, la emisión del finiquito 
unilateral no es un negocio jurídico, sino una declaración unilateral de un ente público en ejercicio 
de la función administrativa, encaminada a producir efectos jurídicos frente al particular y a la 
autoridad misma, amparada por la presunción de legalidad y ejecutoriedad característica de los 
actos administrativos, de lo que también se colige la imposibilidad de revocarlo sin el 
consentimiento expreso y escrito del particular, si es favorable al contratista, así como la 
necesidad de notificarlo personalmente para que resulte oponible a terceros. Así, el finiquito de 
los contratos de obras públicas no encuadra en la calificación de un acto bilateral cuyo contenido 
puede impugnarse mediante un juicio civil, sino que se trata de un acto de naturaleza jurídica 
administrativa. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 393/2016. Coconal, S.A.P.I. de C.V. 8 de junio de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016484  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de marzo de 2018 10:26 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. XXX/2018 (10a.)  
 
DICTAMEN PERICIAL EN MATERIA MÉDICA. EL VALOR PROBATORIO DEL RENDIDO POR UN MÉDICO 
GENERAL FRENTE AL EMITIDO POR UN MÉDICO ESPECIALISTA SE DETERMINA POR LA IDONEIDAD 
DE LA INFORMACIÓN CIENTÍFICA APORTADA Y SU UTILIDAD PARA LA SOLUCIÓN DE LA 
CONTROVERSIA. 
 
En relación con el valor de la prueba pericial en general, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la tesis 1a. CCXCIV/2013 (10a.), señaló que cuando un dictamen sea 
rendido por un perito cuyo campo de especialización carezca de vinculación o proximidad con la 
materia de la prueba, éste carecerá de alcance probatorio; por el contrario, cuando el campo en el 
que se encuentra reconocido como experto posea un cierto grado de vinculación con la materia en 
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torno a la cual versa el peritaje, podrá generar convicción en el órgano jurisdiccional, pero ello 
dependerá del grado de proximidad, así como de un análisis estricto del contenido del dictamen; 
así, entre mayor sea el grado de especialización del perito sobre la materia a dictaminar, mayor 
será el grado de convicción que puede generar en el juzgador. Sin embargo, si bien la 
especialización como cualidad de los peritos, en principio, conlleva la aportación de conocimientos 
de mayor calidad científica sobre algún tema en específico, ello no implica que el juzgador deberá 
otorgar en automático pleno valor probatorio a este tipo de dictámenes frente al rendido por 
alguien que no tenga dicha especialización, ni tampoco que deba negarle cualquier tipo de valor 
convictivo a este último, sino simplemente que superada la idoneidad del perito para ejercer el 
cargo, entre menor sea la proximidad del grado de experticia con relación al objeto de la prueba 
pericial, el juzgador deberá realizar un examen más escrupuloso de razonabilidad sobre dicho 
dictamen a efecto de determinar su valor convictivo. Lo anterior resulta aplicable a la pericial 
médica, pues el solo hecho de que un dictamen se emita por un médico que no es especialista no 
implica que carezca de valor probatorio, pues en términos del artículo 346 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, dicho perito, en 
tanto cuente con un título profesional que lo acredite como médico, puede emitir un dictamen en 
materia médica; por lo que ante la concurrencia de su dictamen con los emitidos por médicos 
especialistas, el juzgador deberá realizar un análisis más escrupuloso de razonabilidad sobre el 
rendido por aquél, a efecto de verificar que la información brindada resulte útil e idónea para la 
solución del caso, para lo cual deberá exponer las razones por las cuales considera que dicho 
dictamen tiene valor probatorio a pesar de la menor proximidad entre la capacidad científica del 
perito y la materia de la prueba; de ahí que el valor probatorio de los dictámenes periciales en 
materia médica no viene determinado necesariamente por la especialización de los peritos, sino 
fundamentalmente por la idoneidad de la información científica aportada y su utilidad para la 
solución de la controversia, lo cual deberá valorar el juzgador en cada caso concreto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 28/2015. Hospital Santa Fe, S.A. de C.V., actualmente Star Médica Centro, S.A. de 
C.V. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
Nota: La tesis aislada 1a. CCXCIV/2013 (10a.) citada, se publicó en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 2, octubre de 2013, página 1059, con el 
título y subtítulo: "PRUEBA PERICIAL. SU ALCANCE PROBATORIO ACORDE A LA PROXIMIDAD 
ENTRE EL CAMPO DE ESPECIALIZACIÓN DEL PERITO Y LA MATERIA DEL DICTAMEN." 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016483  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de marzo de 2018 10:26 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXXI/2018 (10a.)  
 
CONCUBINATO. LA EXIGENCIA DE UNA DECLARACIÓN JUDICIAL PARA TENERLO POR CONCLUIDO 
CONSTITUYE UNA RESTRICCIÓN EXCESIVA AL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce que la decisión de comenzar 
un concubinato, permanecer en él o darlo por terminado, forma parte de un plan de vida elegido 
de manera autónoma por una persona, de suerte que cualquiera de estas decisiones entra en el 
ámbito de tutela del derecho humano al libre desarrollo de la personalidad. Por tanto, exigir una 
declaración judicial como requisito necesario para darlo por terminado implica una restricción 
desproporcionada al derecho humano en comento, ya que dicha exigencia desplaza 
completamente la voluntad de los concubinos como el elemento esencial en la adopción de este 
modelo de familia, para ser sustituido por el reconocimiento y declaración del Estado a través de 
una autoridad judicial, condición que no se encuentra justificada ni siquiera en función de la 
protección del principio de seguridad jurídica, pues si bien la existencia de una declaración judicial 
que reconozca tal circunstancia se constituye como una prueba idónea a efecto de brindar certeza 
a las partes, lo cierto es que no es la única manera de satisfacer este principio, ya que nada impide 
que dicha terminación sea acreditada por otros medios de prueba, de ahí que elevar a rango de 
requisito necesario un elemento que únicamente constituye una prueba idónea, vuelve 
desproporcionada la medida y vulnera injustificadamente el derecho humano al libre desarrollo de 
la personalidad, tomando en cuenta que el concubinato es una unión de hecho cuya configuración 
no se encuentra sujeta a formalidades. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3319/2016. Ezequiel Navarro Rodríguez. 12 de julio de 2017. Mayoría 
de tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 


